
Semanas de cortesías políticas de discursos grandilocuentes y búsqueda
de pretendidas coincidencias ter

minaron ayer cuando las visiones del go
bierno federal y la Comisión Interamerica
na de Derechos Humanos CIDH sobre la
situación de los derechos humanos la se
guridad e impunidad en el país finalmente
chocaron y produjeron un inevitable dife
rendo entre las autoridades federalesy el or
ganismo continental que tienen apreciacio
nes opuestas sobre lo que sucede en México
en materia de violaciones a las garantías in
dividuales tortura ejecuciones y desapari
ción forzada entre otros delitos

De nada valió que el gobierno mexicano
haya invitado a los directivos de la CEDH a
visitar el país y constatar por sí mismos los
avances de su política en materia de de

rechos humanos ni tampoco que la admi
nistración PeñaNieto haya aceptadoyfinan
ciado previamente el informe del Grupo In
terdisciplinario de Expertos Independientes
sobre los 43 normalistas de Ayotzinapa al fi
nal la tensión sobrevino cuando el pleno de
la Comisión dijo en su informe preliminar
que durante su recorrido de campo constató
que la situación en México es de una grave
crisis en materia de Derechos Humanos que
se caracteriza porextremainseguridad yvio
lencia graves violaciones a los derechos hu
manos especialmente a la desaparición for
zada ejecuciones extrajudidales y tortura
además de alcanzar unos niveles críticos de
impunidad señaló la presidente del pleno
de la CIDH Rosa María Ortiz

La respuesta del gobierno mexicano fue
un rechazo inmediato a la conclusión de los

visitantes del organismo intercontinental
que recorrieron seis estados del país DE
Coahuila Guerrero Nuevo León Veracruz
y Tabasco El subsecretario de Derechos
Humanos de la Secretaría de Gobernación
Roberto Campa Cifrián negó que el informe
preliminar de la CIDH refleje la situación

real del país y criticó que el análisis de la
presidenta del órgano de la ONU se basaba
sólo en entrevistas y encuentros específi
cos realizados en sólo cinco estados y el
Distrito Federal

No compartimos que un informe pre
liminar realizado en cinco días pueda re
flejar la situación real del país Es impor
tante que todos los ejercicios se lleven a ca
bo con la seriedad y objetividad que el tema
merece dijo el funcionario de la adminis
tración Peña Nieto acompañado del em
bajador mexicano ante la OEA Emilio Ra
basa en una dura respuesta gubernamen
tal a la CIDH

Violencia estructural sin acceso ajusticia
Y es que al final el tema de Ayotzinapa
donde el gobierno de Peña Nieto siempre
se mostró abierto y condescendiente al in
forme del GEEI terminó por impactartodo
el análisis de los directivos de la Comisión

Interamericana que afirmó que la violen
cia que México padece desde hace déca
das viene de un problema estructural que
data desde la masacre del 2 de octubre de
1968 y sus efectos son desproporciona
dos en los más pobres migrantes solici
tantes de asilo infantes desplazados in
dígenas y periodistas

Y aunque se trata apenas de un informe
preliminar —el informe final se rendirá en
los primeros meses de 2016— la incomodi
dad que produjo en el gobierno fue evidente
en el tono de la respuesta que ayer mismo
dio la Secretaría de Gobernación que con
sideró que el caso Ayotzinapa es una situa
ción extraordinaria que no puede compa
rarse con ninguna otra parte del país y ad
virtió que no se permitiráuna sustitución de
las instituciones mexicanas porque las so
luciones del país las tenemos que encontrar
los mexicanos porque las soluciones que
vienen de fuera son salidas fáciles y están
destinadas al fracaso dijo el subsecretario
Campa Cifrián
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Esto en respuesta a la petición de la CIDH
que urgió al gobierno a esclarecer la verdad
sobre la masacre de los 43 normalistas a
acatar las observaciones del GIEI a permitir
que los expertos interroguen a todos los tes
tigos incluidos los soldados del 27 Batallón
de Infantería y a designar un fiscal especial
que se encargue de las investigaciones

Aunque anoche la tensión era evidente el

gobierno de Peña Nieto dejó abierta la in
terlocución con la CIDH al señalar que se
guirá abriendo las puertas y esperará el
informe final en el que espera que se pro
cese a plenitud la información facilitadapor
el Estado mexicano a los visitantes mien
tras que los funcionarios de la ONU advir
tieron que con la violencia y el amedren
tamiento se busca acallar a las voces que
más necesita México en alusión a las fa
milias de las víctimas y a defensores de de
rechos humanos

La pregunta que se impone después del
choque evidente entre el gobiernoy la CIDH
es qué va a pasar con las indagatorias de
Ayotzinapa y el compromiso que había he
cho el gobierno de Peña Nieto para atender
las recomendaciones de los expertos inter
nacionales ¿seguirán trabajando juntos
después de que unos acusan una crisis ge
neral de derechos humanos y los otros ad
vierten que no permitirán injerencia de ins
tituciones extranjeras en territorio nacio
nal ¿Permitirá el Ejército que interroguen
a sus soldados algo a lo que hasta ahora se
ha negado tajantemente el secretario de la
Defensapor considerarlo violatorio de la so
beranía ¿Peña va a dejar que con los in
formes de la CIDH se sienten las bases para
un juicio internacional futuro a su gobierno
por crímenes de lesa humanidad yviolacio
nes graves a los derechos humanos

Notas indiscretas Las aguas políticas se
agitaron en Tamaulipas cuando hace una
semana desde Washington llegó la noticia
de que dos congresistas estadounidenses el
demócrata Filemon Vela y el republicano
Michael McCauL le solicitaron al secretario
del Departamento de Estado John Kerry y
a la fiscal general Loretta Lynch solicitar a
México la captura y extradición de los ex
gobernadores tamaulipecos Tomás Ya
rrington Ruvalcaba y Eugenio Hernández
Flores A través de una carta dirigida al go

bierno de Barack Obama los dos congresis
tas pidieron que los ex mandatarios mexi
canos sean llevados a juicio en Estados Uni
dos por considerarlos actores clave en em
presas criminales a ambos lados de la fron

tera La petición causó revuelo en la fron
tera de Texas y en Tamaulipas donde se
prepara una sucesión por la gubernatura
dado que tanto Yarrington como Hernán
dez aparecen acusados e indiciados en pro
cesos judiciales estadounidenses por deli
tos como lavado de dinero defraudación y
declaraciones falsas en bancos estadouni

denses El problema es que ninguno de los
dos ex gobernadores ni Tomás ni Eugenio
están sujetos aproceso ni a investigación ju
dicial en México y en el caso de Hernández
la PGR le extendió hace un par de años a
petición suya una carta en donde constaba
que su nombre no aparecía en ninguna in
dagatoria ni averiguación en curso en la de
pendencia Claro que eso fue hace algunos
años Habrá que ver si ahora que el gobierno
de Peña Nieto ha modificado y flexibilizado
su políticade extradiciones y ha comenzado
a mandar a Estados Unidos a narcotrafican

tes y delincuentes mexicanos tanto senten
ciados como a los que aún tienen aquí pro
cesos judiciales abiertos ¿no estarán pen
sando en añadir a la lista de capos sicarios
y operadores a alguno que otro narcopolí
tico con tal de quedar bien y congraciarse
con Washington tras la vergonzosa fuga del
Chapo Guzmán Por cierto si México ya
hizo más flexible sus procesos de extradi
ción para adaptarse a las exigencias de
Washington la pregunta es cuándo la Casa
Blanca comenzará a corresponder a la bue
na voluntad —sometimiento dirían algu
nos— de la administración peñista y empe
zará por mandamos extraditados a Gastón
Azcárraga el empresario prófugo que que
bró a Mexicana a Martín Díaz el socio pró
fugo de Amado Yáñez y a Rafael Olvera el
defraudador y dueño de Ficrea todos delin
cuentes de cuello blanco que han hecho del
territorio estadounidense su refugio seguro
para huir de la justicia mexicana ¿O será que
la extradición sólo va a funcionar de aquí pa
ra allá y del otro lado del Río Bravo seguirán
protegiendo y arropando a delincuentes me
xicanos prófugos Las cierran con Escale
ra Se compuso la semana
sgarciasotv liotmaiLcom
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